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EJECUTIVO / RECHAZA / LAUDO ARBITRAL / MENOR CUANTÍA / COMPETENCIA DE JUZGADO CIVIL MUNICIPAL - Con los resaltados que se hacen, la correcta intelección del citado canon permite determinar que una cosa es la jurisdicción ante la cual habrá de tramitarse la ejecución de una condena impuesta en un laudo arbitral, esto es, dependiendo de quién haya conocido del recurso de anulación contra esa providencia. Así, en los términos del artículo 46 de la Ley 1563 de 2012, lo será la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial respectivo, es decir, la jurisdicción ordinaria, si no intervino una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas. Porque si se trata de uno de estos casos, la jurisdicción competente será la contencioso administrativa, concretamente, la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado. 

Y otra diferente, la competencia para conocer de la ejecución de los laudos arbitrales, pues esta corresponde a los jueces de cada una de esas jurisdicciones (ordinaria o contencioso administrativa), pero siguiendo las reglas generales de cada estatuto. En tal virtud, si la ejecución fuera de mayor cuantía, y en el asunto arbitral no hubiese intervenido una de esas entidades, la competencia sería de los jueces civiles de circuito; y si se tratara de un asunto de menor o de mínima cuantía, de los jueces civiles municipales. Y esto, porque para determinar el funcionario que debe tramitar la demanda, habrá de procederse conforme a los factores tradicionales de competencia, particularmente en este caso, al objetivo, por la naturaleza del asunto y la cuantía, y al territorial (fuero general) por el domicilio de la demandada.
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Pereira, mayo dieciocho de dos mil dieciocho  



          

Expediente: 66001-22-13-000-2018-00216-00

  



En su propio nombre, el señor Cornelio Zuluaga Botero, quien dijo ser abogado, demandó ejecutivamente a la Cooperativa Multiactiva de Trabajadores de Empresas de Servicios Públicos de Pereira “COOTRAP”, y dirigió su escrito ante esta Sala del Tribunal Superior, con el fin de que se libre mandamiento ejecutivo por unas sumas contenidas en un laudo proferido por el Tribunal de Arbitramento de la Cámara de Comercio de Pereira.








No obstante, pese a que el actor, con fundamento en el inciso final del artículo 306 del Código General del Proceso, insinúa que esta colegiatura debe conocer de la acción ejecutiva, adviértese desde ya que no es así. 




En efecto, el citado artículo 306, en su inciso final establece que:
La jurisdicción competente para conocer de la ejecución del laudo arbitral es la misma que conoce del recurso de anulación, de acuerdo con las normas generales de competencia y trámite de cada jurisdicción (se destaca).




Con los resaltados que se hacen, la correcta intelección del citado canon permite determinar que una cosa es la jurisdicción ante la cual habrá de tramitarse la ejecución de una condena impuesta en un laudo arbitral, esto es, dependiendo de quién haya conocido del recurso de anulación contra esa providencia. Así, en los términos del artículo 46 de la Ley 1563 de 2012, lo será la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial respectivo, es decir, la jurisdicción ordinaria, si no intervino una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas. Porque si se trata de uno de estos casos, la jurisdicción competente será la contencioso administrativa, concretamente, la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado. 

   



Y otra diferente, la competencia para conocer de la ejecución de los laudos arbitrales, pues esta corresponde a los jueces de cada una de esas jurisdicciones (ordinaria o contencioso administrativa), pero siguiendo las reglas generales de cada estatuto. En tal virtud, si la ejecución fuera de mayor cuantía, y en el asunto arbitral no hubiese intervenido una de esas entidades, la competencia sería de los jueces civiles de circuito; y si se tratara de un asunto de menor o de mínima cuantía, de los jueces civiles municipales. Y esto, porque para determinar el funcionario que debe tramitar la demanda, habrá de procederse conforme a los factores tradicionales de competencia, particularmente en este caso, al objetivo, por la naturaleza del asunto y la cuantía, y al territorial (fuero general) por el domicilio de la demandada. 




Siguiendo esa línea de pensamiento, la doctrina explica
:

“En ese orden de ideas se tiene que la competencia
 varía según se trate de laudos proferidos respecto de contratos estatales y los demás que, de paso, es la única diferencia, porque de resto la regulación legal destinada a su trámite es idéntica. 
Tratándose de laudos arbitrales proferidos para dirimir polémicas respecto de contratos estatales en cuanto al señalamiento de la autoridad competente, la ley 1437 de 2011 señala en el art. 149 numeral 7 que le corresponde a la Sala de lo Contencioso Administrativo conocer “Del recurso de anulación contra laudos arbitrales proferidos en conflictos originados en contratos celebrados por una entidad pública, por las cuales y dentro del término prescrito en las normas que rigen la materia. Contra la sentencia que resuelva este recurso solo procederá el recurso de revisión”

(…)

“Tratándose de los restantes laudos el mismo art. 46 del Estatuto dispone que debe conocer “la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial del lugar en donde hubiese funcionado el tribunal de arbitraje.”
  



Y señala el mismo autor que:
“De otra parte, si el laudo lo que impone es una condena que no requiere de la diligencia de entrega sino del proceso de ejecución para ser cumplida, se acudirá al juez competente de acuerdo a las reglas generales de cualquier proceso ejecutivo”

  



De esta suerte, como en el diferendo arbitral no intervinieron personas de derecho público, sino privadas
, surge diáfano que la jurisdicción ante la cual debe surtirse la ejecución es la ordinaria.





Ahora bien, al acudir al factor objetivo señalado de advierte que la ejecución es de menor cuantía
, lo que se traduce en que la competencia para conocer de la demanda en primera instancia es el del Juez Civil Municipal de esta localidad, teniendo en cuenta que el domicilio de la Cooperativa es Pereira.






De modo que, siguiendo tales orientaciones, se rechazará de plano la demanda por falta de competencia y se ordenará su inmediata remisión la oficina judicial para que efectúe el reparto entre los Jueces civiles municipales, todo en acatamiento de lo reglado por el inciso segundo del artículo 90 del CGP.





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala Unitaria Civil-Familia, por falta de competencia, rechaza de plano la presente demanda ejecutiva propuesta por Cornelio Zuluaga Botero frente a la Cooperativa Multiactiva de Trabajadores de Empresas de Servicios Públicos de Pereira. 

Se dispone el envío de la misma, junto con sus anexos, a la oficina judicial, para que se efectúe el reparto entre los juzgados civiles municipales de esta localidad.
Notifíquese 

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  



Magistrado
� LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio, El Proceso Arbitral Nacional, DUPRE Editores Bogotá DC, 20103, pág. 239


� Para conocer del recurso de anulación de laudos arbitrales. 


� LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio, ídem, pág. 223


� Para el efecto, póngase de presente, que el demandante es una persona natural y el demandado es una persona jurídica de derecho privado, una Cooperativa, identificada con NIT. 891408189-9


� $35.000.000 de pesos aproximadamente.
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